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DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
La Comisión de Puntos Constitucionales, se permite someter a la consideración de esta 
Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y 
consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S 

 
1. A esta comisión se turnó el oficio DGPL-1P1A.-130.23, que suscribe la Senadora Verónica 
Noemí Camino Farjat, Secretaría de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del 
Honorable Congreso de la Unión, mediante el que remite copia del expediente que contiene 
Minuta Proyecto de Decreto por la que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de 
Reforma al Poder Judicial. 
 
2. la Minuta citada en el párrafo anterior, la Directiva la turnó con el número 6360, a la 
Comisión de Puntos Constitucionales. 
 
Así, al entrar al análisis de la Minuta con Proyecto de Decreto mencionada, los integrantes 
de las dictaminadoras atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 
PRIMERA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 135 párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual puede ser adicionada o 
reformada; y para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere 
que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos 
presentes, acuerden las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de 
las legislaturas de los estados y de la Ciudad de México.  
 
SEGUNDA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracción XVII, y 113, de 
la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la Comisión  de Puntos 
Constitucionales, es competente para dictaminar la Minuta Proyecto de Decreto de 
referencia. 
 
TERCERA. Que el oficio enviado por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de 
la Unión, contiene Minuta Proyecto de Decreto por la que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
materia de Reforma al Poder Judicial. 
 
CUARTA. Que el dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto se expide en los siguientes 
términos: 
 
 
 
 
 



 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 
 
Esta dictaminadora es coincidente con la Minuta Proyecto de Decreto que se analiza. 

 
Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en 
lo establecido en los artículos, 135 párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 57 fracción XLVIII, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción XXI, 84 fracción I, 98 fracción XVII, y 113, de la Ley 
Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, del Reglamento para 
el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 

 
A C U E R D O  



 

ÚNICO. La Sexagésima Tercera Legislatura del Honorable Congreso del Estado de San Luis 
Potosí, aprueba la Minuta con Proyecto de Decreto por la que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en materia de Reforma al Poder Judicial. 
 
Notifíquese a la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, para los efectos 
previstos en el artículo 135 párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
D A D O EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA”,  DEL EDIFICIO 
“PRESIDENTE JUÁREZ” DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS ONCE 
DÍAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO. 
 



 

Dictamen 

con  

Proyecto  

 de Decreto 



DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
La Comisión de Puntos Constitucionales, se permiten someter a la consideración de esta 
Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y 
consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S 

 
1. En Sesión de la Diputación Permanente celebrada el nueve de septiembre del presente año,  
fue presentada por el Legislador Edmundo Azael Torrescano Medina, iniciativa mediante la 
que plantea reformar el artículo 77 en su fracción II de la Ley Orgánica del Municipio Libre del 
Estado de San Luis Potosí. 
 
2. En la misma fecha la Directiva turnó con el número 6359 la iniciativa citada en el párrafo que 
antecede a la Comisión de Puntos Constitucionales. 
 
Por lo que al entrar al análisis de la iniciativa en comento, los integrantes de la dictaminadora 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
  
PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le 
faculta la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a 
Derecho le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una Federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.  Por lo que, al no ser la materia de la iniciativa que con este dictamen 
se atiende, facultad reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 
de la Constitución General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 
TERCERA. Que en cumplimiento a lo estipulado por los artículos, 98 fracción XVII, y 113, de 
la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la Comisión Puntos 
Constitucionales, es competente para dictaminar la iniciativa de mérito. 



CUARTA. Que la iniciativa que se analiza fue presentada por quien tiene atribución para ello, 
de acuerdo a lo que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos, 131 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que en relación al periodo para la emisión de dictámenes, se observa en sus términos 
el periodo que prescribe el artículo 92 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado. 
 
SÉPTIMA. Que la iniciativa que se analiza se soporta al tenor de la siguiente: 
 

“EXPOSICIÓN 
DE  

MOTIVOS. 
 

Los municipios, representan una institución muy importante en la vida política y social de 
nuestro país, cuyo gobierno es ejercido a través de un Ayuntamiento que es elegido por el voto 
popular.  
 
A lo largo de la historia, el municipio ha dado paso a su configuración y estructura orgánica 
que lo ha consolidado en el ente de gobierno en que se ha convertido, y que se traduce en la 
fuente del primer contacto de la sociedad civil con una institución del Estado. 
 
Desde esa óptica, el municipio es la estructura en que descansa la organización política y 
geográfica de las entidades federativas, conforme a lo establecido en el artículo 115 de la 
Constitución Política Federal. 
 
Constantemente escuchamos que para que exista un federalismo puro y verdadero, en 
referencia a la forma de Gobierno que el Estado Mexicano ha adoptado para su régimen, 
deben existir instituciones fuertes y organismos capacitados y competentes para enfrentar con 
éxito determinadas circunstancias y situaciones que nos ponen a prueba, pero que en esa 
consecución de dicho objetivo, no deben perderse de vista los derechos humanos como fuente 
permanente que guie los esfuerzos institucionales, orientados a generar mejores condiciones 
de vida, y una visión multidisciplinaria que enriquezca el debate y la pluralidad en las tareas 
de gobernabilidad, el diseño de políticas públicas y la implementación de instrumentos que 
tengan por objeto, el desarrollo y atención de las necesidades de la población. 
 
Es una realidad que los ayuntamientos, se convierten en el primer contacto que tienen los 
ciudadanos para hacer llegar de forma efectiva, sus inquietudes, necesidades y prioridades; 
en ellos se concentra un carga de trabajo digna de considerar al tener encomendados la 
prestación de los servicios públicos municipales que mandatan los artículos 115 en su fracción 
III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 114 fracción III de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; y 141 de la Ley Orgánica 
del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí. 
 
Si bien es cierto, la soberanía popular se encuentra representada a través del Ayuntamiento, 
que reunido, como órgano edilicio, cumple una función fundamental en la toma de decisiones 
en el ámbito de su competencia, auxiliada por órganos operativos que por sus funciones y 
atribuciones, cumplen tareas elementales, determinadas desde la Ley Orgánica; y sus 



Reglamentos Internos, estos últimos que constitucionalmente en el pleno ejercicio de su 
autonomía municipal, emiten para regular sus funciones y organizarse internamente. 
 
Estas tareas permiten la oxigenación, funcionamiento operativo, efectividad y tramite oportuno 
de los asuntos en los que es apto de intervenir el Ayuntamiento, dentro de su jurisdicción y 
competencia, y dichas tareas se encuentran contempladas y encomendadas a la Secretaría 
del Ayuntamiento, la Tesorería Municipal, la Oficialía Mayor y la Contraloría Interna. Estos 
órganos, direccionan sus funciones, para ejecutar las determinaciones que tome el órgano 
edilicio, asesoría técnica, control del patrimonio, de ingresos, egresos y por supuesto en la 
atención oportuna y tramite de asuntos en los que es competente el Ayuntamiento. 
 
Entre estas áreas del gabinete Legal, destaca la Secretaría del Ayuntamiento, que al igual que 
en el ámbito federal y estatal, tiene a su cargo el generar las condiciones que permitan la 
gobernabilidad. 
 
Disposiciones contenidas en los artículos 19, segundo párrafo, 31 inciso c) en su fracción II y 
70 fracción V, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, facultan 
al Presidente Municipal para proponer al Cabildo a la persona titular de la Secretaría del 
Ayuntamiento, quien deberá cumplir los requisitos que mandata el numeral 77 del mismo 
ordenamiento y que dicha propuesta sea aprobada por el Cabildo, mediante acuerdo adoptado 
por mayoría. 
 
Por su parte, el artículo 77 en su primer párrafo de la Ley Orgánica del Municipio Libre del 
Estado de San Luis Potosí, dispone que, para el despacho de los asuntos y para auxiliar a la 
persona titular de la Presidencia Municipal en sus funciones, cada Ayuntamiento contará con 
un Secretario. 
 
Desde esta óptica, y atendiendo lo previsto en el numeral 78 del ordenamiento orgánico que 
rige la vida institucional de los municipios en la entidad, la Secretaría del Ayuntamiento reviste 
desde su concepción histórica, institucional, orgánica, y operativa, una importancia singular, al 
convertirse en el órgano auxiliar del Presidente Municipal en sus funciones; para el despacho 
de los asuntos del Ayuntamiento, y el área encargada de procurar los consensos e impulsar 
los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del Ayuntamiento. 
 
En otras palabras, la Secretaría del Ayuntamiento implica una ampliación de los alcances que 
tiene el propio Ayuntamiento y el Presidente Municipal, porque es responsable de conducir el 
cumplimiento de los acuerdos adoptados por el máximo órgano de gobierno, y tácitamente de 
procurar y mantener las relaciones institucionales con los demás niveles de gobierno, sin 
rebasar nunca el Presidente Municipal o al Cabildo, y actuando siempre por instrucción de 
éstos.  
 
La persona titular de la Secretaría General del H. Ayuntamiento, se convierte en un 
coordinador natural del gabinete, dotado de facultades bastas y suficientes para ser un vínculo 
de comunicación y materialización de las determinaciones municipales, porque se le 
encomienda la responsabilidad del archivo municipal, controla la correspondencia, convoca a 
las sesiones de Cabildo, elabora y resguarda las actas emanadas del Cabildo, autentifica con 
su firma y da a conocer los documentos y acuerdos dictados que tienen su origen en el Cabildo 
o el Presidente Municipal, y se le dota de fe pública amplia en el ejercicio de su atribuciones 
dentro de la jurisdicción y competencia municipal, con la cual certifica y emite constancias que 
permiten a los ciudadanos materializar diversos trámites que les resultan necesarios en el día 
a día. 
 



Adicionalmente, se le vincula para estar presente en todas las sesiones de Cabildo con voz 
informativa, disponiendo de los antecedentes necesarios para el mejor conocimiento de los 
negocios que se deban resolver, certifica la emisión de nuevos reglamentos, y suscribe las 
promulgaciones que genera el ejecutivo de las determinaciones del Cabildo, forma parte de la 
mayoría de Consejos y Comités, compila las disposiciones jurídicas de aplicación y vigencia 
para el municipio y tiene la obligación de coadyuvar con las autoridades federales y estatales 
cuando así proceda, para el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 130 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Asimismo, proporciona asesoría jurídica a las dependencias del gobierno municipal a través 
de la Dirección de Asuntos Jurídicos o el Asesor Jurídico según sea el caso. 
 
Los tiempos actuales representan retos y desafíos que deben enfrentarse con plena 
responsabilidad. En esta naturaleza, resulta necesario que la norma se adapte a la realidad 
social. 
 
En una reforma al ordenamiento que se propone modificar, se estableció que en municipio que 
cuenten con población mayor a 100 mil habitantes, el Secretario del Ayuntamiento 
forzosamente tiene que ser Licenciado en Derecho, o Abogado. 
 
Esta restricción, limitó el ejercicio de dicho cargo al resto de profesionistas; y resulta necesario 
que exista una mayor flexibilidad en esta disposición, que permita a personas profesionistas 
destacadas, aspirar a desempeñarse en el servicio público desde una posición tan importante 
como lo es la Secretaría del Ayuntamiento. 
 
Ahora bien, la principal tarea del Secretario del Ayuntamiento no es la parte jurídica, sino la 
gobernabilidad, los consensos, la construcción de acuerdos, y auxiliar a la persona titular de 
la Presidencia Municipal y al Ayuntamiento, en el cumplimiento de sus acuerdos, ejercicio de 
sus funciones y el despacho de los asuntos, respectivamente. 
 
Ante ello, resulta relevante destacar que la procuración y defensa de los intereses municipales, 
la representación legal del ayuntamiento, recae en el Síndico, atendiendo a lo que 
expresamente mandata el artículo 75 en sus fracciones I y II de la Ley Orgánica del Municipio 
Libre del Estado de San Luis Potosí, que dicho sea de paso, es elegido a través del voto 
popular, en la postulación de una planilla de mayoría relativa, y que para ser electo debe 
cumplir con el requisito de ser Abogado o Licenciado en Derecho, contar con título y cedula 
profesional, con una antigüedad de tres años en el ejercicio de la profesión, lo cual se 
encuentra previsto en el numeral 13 en su antepenúltimo párrafo del ordenamiento orgánico 
que rige la vida institucional de los municipios en la entidad; y el arábigo 277 fracción VII de la 
Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí. 
 
Si bien la fracción XIII del artículo 78 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San 
Luis Potosí, prevé como facultad del Secretario del Ayuntamiento, el brindar asesoría jurídica 
a las dependencias municipales, también lo es que permite que esto sea posible a través de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos o el Asesor Jurídico según sea el caso, por lo cual, no se 
advierte justificación alguna para establecer una medida restrictiva para que el Secretario del 
Ayuntamiento tenga que ser abogado o licenciado en derecho. 
 
Lo anterior resulta relevante derivado que los municipios a los que hace referencia la norma y 
cuya población supera los 100 mil habitantes, cuentan dentro de su estructura orgánica con 
un área jurídica que brinda este servicio y que, de acuerdo a la interpretación sistemática de 
la norma, deben estar adscritas a la Secretaría del Ayuntamiento, por lo que el apoyo técnico 
en temas jurídicos se garantiza a través de dichas áreas, aunado a que el Síndico Municipal 



ostenta la representación legal del Ayuntamiento y uno de los requisitos de elegibilidad es que 
sea Licenciado en Derecho u Abogado, con la antigüedad prevista en la norma ya señalada, 
que garantice la experiencia. 
 
Aunado a lo ya establecido, el servicio público se profesionaliza no desde la óptica desde un 
solo campo de conocimiento como es el derecho, sino desde todas las aristas, porque la 
gobernabilidad de un municipio no se puede encajonar, sino que debe ser abierta, plural y 
multidisciplinaria, que enriquezca el buen gobierno y que permita construir consensos que 
detonen en acuerdos en beneficio de la sociedad. 
 
Es suma, atendiendo a la facultad reformadora de las normas con la cual cuenta está 
Soberanía, es que se propone reformar el artículo 77 fracción II de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, para suprimir el requisito de que, en municipios 
con población mayor a 100 mil habitantes, el Secretario del Ayuntamiento tenga que ser 
necesariamente licenciado en derecho u abogado.” 
 

OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 6359,  a saber: 
 

LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE 
SAN LUIS POTOSI (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
INICIATIVA TURNO 6359 

ARTÍCULO 77. Para el despacho de los asuntos y para 
auxiliar a la o el presidente municipal, en sus funciones, 
cada Ayuntamiento contará con una Secretaria o 
Secretario, quien deberá reunir los siguientes requisitos:  
 
I. Ser ciudadana o ciudadano potosino en pleno uso de sus 
derechos civiles y políticos;  
 
II. Contar con título y cédula profesional de nivel 
licenciatura, con una antigüedad mínima de tres años en 
el ejercicio de la profesión. Respecto a los municipios con 
población de más de cien mil habitantes, deberá ser 
Licenciado o Licenciada en Derecho, abogado o abogada;  
 
III. No ser pariente consanguíneo o por afinidad hasta el 
cuarto grado de las o los integrantes del Ayuntamiento, y  
 
IV. Manifestar bajo protesta de decir verdad, no haber 
sido condenada o condenado por sentencia firme por la 
comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de 
prisión. 

ARTÍCULO 77. … 
 
 
 
 
I. … 
 
 
II. Contar con título y cédula profesional de nivel 
licenciatura, con una antigüedad mínima de tres 
años en el ejercicio de la profesión; 
 
 
 
III  y IV. … 

 
NOVENA. Que del contenido de las consideraciones, Séptima y Octava se deduce que el 
propósito de la idea legislativa en estudio es que se reforme el artículo 77 en su fracción II de 
la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado, para que respecto a los requisitos para ser 
titular de la secretaria del ayuntamiento correspondiente, se establezca que la persona cuente 
con título y cédula profesional de nivel licenciatura, sin precisar, ni limitar la profesión de quien 
en su caso resulte electa, es decir, que lo importante para ocupar el cargo, es que se trate de 
una persona con características, cualidades y perfil, que le permitan lograr la gobernabilidad 
en su jurisdicción; alcanzar  consensos con los diversos grupos sociales; lograr la construcción 



de acuerdos; además de auxiliar a la persona titular de la presidencia municipal y al 
ayuntamiento, en el cumplimiento de sus acuerdos, ejercicio de sus funciones y el despacho 
de los asuntos, respectivamente 
 
Objetivo con el cual esta dictaminadora coincide en sus términos, por lo que valora viable la 
propuesta normativa que se examina. Además, para armonizar la fracción IV del dispositivo 
que nos ocupa, con las reformas a la Constitución Política del Estado, en protección a las 
niñas, niños y adolescentes, y en materia de deudores alimentarios morosos;   se considera 
procedente también reformar la fracción  IV, para establecer en ésta:  
 

“No estar en alguno de los siguientes supuestos:  
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos 

contra las mujeres por razón de género.  
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad 

sexual; la seguridad sexual; y el normal desarrollo psicosexual, o  
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas 

o en caso de serlo, demostrar que ha pagado en su totalidad los adeudos alimenticios.” 

 
Por lo anterior, la Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en lo establecido en 
los artículos, 57 fracción I, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 fracción XVII, y 113, de la Ley Orgánica del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 
 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Se aprueba con modificaciones,  la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

El municipio representa una institución muy importante en la vida política y social de nuestro 
país, cuyo gobierno se ejerce a través de un ayuntamiento que es elegido por el voto popular.  
 
A lo largo de la historia, el municipio ha dado paso a su configuración y estructura orgánica 
que lo ha consolidado en el ente de gobierno en que se ha convertido, y que se traduce en la 
fuente del primer contacto de la sociedad civil con una institución del Estado. 
 
Desde esa óptica, el municipio es la estructura en que descansa la organización política y 
geográfica de las entidades federativas, conforme a lo establecido en el artículo 115 de la 
Constitución Política Federal. 
 
Constantemente escuchamos que para que exista un federalismo puro y verdadero, en 
referencia a la forma de Gobierno que el Estado Mexicano ha adoptado para su régimen, deben 
existir instituciones fuertes y organismos capacitados y competentes para enfrentar con éxito 
determinadas circunstancias y situaciones que nos ponen a prueba, pero que en esa 
consecución de dicho objetivo, no deben perderse de vista los derechos humanos como fuente 
permanente que guie los esfuerzos institucionales, orientados a generar mejores condiciones 
de vida, y una visión multidisciplinaria que enriquezca el debate y la pluralidad en las tareas de 



gobernabilidad, el diseño de políticas públicas y la implementación de instrumentos que tengan 
por objeto, el desarrollo y atención de las necesidades de la población. 
 
Es una realidad que los ayuntamientos, se convierten en el primer contacto que tiene la 
ciudadanía para hacer llegar de forma efectiva, sus inquietudes, necesidades y prioridades; en 
éstos se concentra un carga de trabajo digna de considerar al tener encomendados la 
prestación de los servicios públicos municipales que se enumeran en los ordinales 115 fracción 
III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 114 fracción III de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; y 141 de la Ley Orgánica 
del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí. 
 
Si bien es cierto, la soberanía popular se encuentra representada a través del ayuntamiento, 
que reunido, como órgano edilicio, cumple una función fundamental en la toma de decisiones 
en el ámbito de su competencia, auxiliada por órganos operativos que por sus funciones y 
atribuciones, cumplen tareas elementales, determinadas desde la Ley Orgánica; y sus 
reglamentos internos, estos últimos que constitucionalmente en el pleno ejercicio de su 
autonomía municipal, se emiten para regular sus funciones y organizarse internamente. 
 
Estas tareas permiten la oxigenación, funcionamiento operativo, efectividad y tramite oportuno 
de los asuntos en los que es apto de intervenir el ayuntamiento, dentro de su jurisdicción y 
competencia, y dichas tareas se encuentran contempladas y encomendadas a la secretaría 
del ayuntamiento, la tesorería Municipal, la oficialía Mayor y la contraloría interna. Estos 
órganos, direccionan sus funciones, para ejecutar las determinaciones que tome el órgano 
edilicio, asesoría técnica, control del patrimonio, de ingresos, egresos y por supuesto en la 
atención oportuna y tramite de asuntos en los que es competente el ayuntamiento. 
 
Entre estas áreas del gabinete Legal, destaca la secretaría del ayuntamiento, que al igual que 
en el ámbito federal y estatal, tiene a su cargo el generar las condiciones que permitan la 
gobernabilidad. 
 
Al respecto, el arábigo 77 párrafo primero de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado, 
prevé que, para el despacho de los asuntos y para auxiliar a la persona titular de la presidencia 
municipal en sus funciones, cada ayuntamiento contará con una secretaria o secretario, la cual 
deberá cumplir los requisitos que señala el numeral en cita. 
 
Por lo que, las disposiciones contenidas en los numerales 19  párrafo segundo,  31 inciso c) 
fracción II, y 70 fracción V de la Ley Orgánica del Municipio Libre de esta Entidad, facultan a 
titularidad de la presidencia municipal para proponer al cabildo a quien sea titular de la 
Secretaría del Ayuntamiento correspondiente, y que dicha propuesta habría de ser aprobada 
por la mayoría de las y los integrantes del cabildo, quienes deberán observar que se cumplan 
de manera satisfactoria e íntegra los requisitos establecidos, en el dispositivo 77 aludido en el 
párrafo que antecede. 
 
Desde esta óptica, y atendiendo a lo estipulado en el dispositivo 78 del Ordenamiento Orgánico 
que rige la vida institucional de los municipios en la Entidad, la secretaría del ayuntamiento 
reviste desde su concepción histórica, institucional, orgánica, y operativa, una importancia 
singular, al convertirse en el órgano auxiliar de la titularidad de la  presidencia municipal, en 
sus funciones; para el despacho de los asuntos del ayuntamiento, y el área encargada de 



procurar los consensos e impulsar los acuerdos necesarios para el buen funcionamiento del 
mismo. 
 
Es decir, la secretaría del ayuntamiento implica una ampliación de los alcances que tiene el 
propio ayuntamiento y la titularidad de la presidencia municipal, porque es responsable de 
conducir el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el máximo órgano de gobierno, y 
tácitamente de procurar y mantener las relaciones institucionales con los demás órdenes de 
gobierno, sin rebasar nunca a la presidencia municipal o al cabildo, y actuando siempre por 
instrucción de éstos.  
 
La persona titular de la secretaría ayuntamiento, coordina entonces el gabinete, y está dotada 
de facultades bastas y suficientes para ser un vínculo de comunicación y materialización de 
las determinaciones municipales, porque se le encomienda la responsabilidad del archivo 
municipal, controla la correspondencia, convoca a las sesiones de cabildo, elabora y resguarda 
las actas emanadas éste, autentifica con su firma y da a conocer los documentos y acuerdos 
dictados que tienen su origen en las sesiones del órgano colegiado, o de la titularidad de la 
presidencia municipal, dotada además de fe pública amplia en el ejercicio de su atribuciones 
dentro de la jurisdicción y competencia municipal, con la cual certifica y emite constancias que 
permiten a la ciudadanía materializar diversos trámites que les resultan necesarios en el día a 
día. 
 
Adicionalmente, se le vincula para estar presente en todas las sesiones de cabildo con voz 
informativa, disponiendo de los antecedentes necesarios para el mejor conocimiento de los 
negocios que se deban resolver; certifica la emisión de nuevos reglamentos;  suscribe las 
promulgaciones que genera la o el ejecutivo, de las determinaciones del cabildo;  integra la 
mayoría de consejos y comités; compila las disposiciones jurídicas de aplicación y vigencia 
para el municipio;  y tiene la obligación de coadyuvar con las autoridades federales y estatales 
cuando así proceda, para el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 130 de la Constitución 
General. 
 
Aunado a lo mencionado en el parágrafo que antecede, la persona titular de la secretaria del 
ayuntamiento, proporciona asesoría jurídica a las dependencias del gobierno municipal a 
través de la dirección de asuntos jurídicos,  o la persona designada como asesora jurídica,  
según sea el caso. 
 
Los tiempos actuales representan retos y desafíos que deben enfrentarse con plena 
responsabilidad. En esta naturaleza, resulta necesario que la norma se adapte a la realidad 
social, por ello, es pertinente no limitar a las y los profesionistas destacadas de diversas áreas, 
para fungir en la titularidad de la secretaría del ayuntamiento, quienes podrían desempeñar un 
excelente papel en el servicio público. 
 
Es importante destacar que la principal tarea de la secretaría del ayuntamiento no es la parte 
jurídica, sino la gobernabilidad, los consensos, la construcción de acuerdos, y auxiliar a la 
persona titular de la presidencia municipal y al ayuntamiento, en el cumplimiento de sus 
acuerdos, ejercicio de sus funciones y el despacho de los asuntos, respectivamente. 
 
No obsta mencionar que la procuración, defensa de los intereses municipales, y la 
representación legal del ayuntamiento, recae en la persona titular de la sindicatura, atendiendo 
a lo que expresamente establece el numeral 75 en sus fracciones I y II de la Ley Orgánica del 



Municipio Libre del Estado, quien resulta electa a través del voto popular, en la postulación de 
una planilla de mayoría relativa, y quien deberá cumplir con el requisito de contar con título y 
cedula profesional de abogacía, o licenciatura en derecho, con una antigüedad de tres años 
en el ejercicio de la profesión, lo cual se encuentra previsto en los numerales: 13 antepenúltimo 
párrafo del Ordenamiento Orgánico Estatal multicitado; y 277 fracción VII de la Ley Electoral 
del Estado de San Luis Potosí. 
 
Cabe mencionar que el arábigo 78 fracción XIII de la Ley Orgánica del Municipio Libre del 
Estado, prevé como facultad de la secretaría del ayuntamiento, brindar asesoría jurídica a las 
dependencias municipales, también lo es que permite que esto sea posible a través de la 
dirección de asuntos jurídicos, la o el asesor jurídico, según sea el caso, por lo cual, no se 
advierte justificación alguna para establecer una medida restrictiva para que la persona titular 
de la secretaría del ayuntamiento,  deba contar con título y cédula profesional, específicamente 
en abogacía o licenciatura en derecho. 
 
Lo anterior resulta relevante derivado que los municipios cuya población supera los 100 mil 
habitantes, cuentan dentro de su estructura orgánica con un área jurídica que brinda este 
servicio y que, de acuerdo a la interpretación sistemática de la norma, deben estar adscritas a 
la secretaría del ayuntamiento, por lo que el apoyo técnico en temas jurídicos se garantiza a 
través de dichas áreas, aunado a que la sindicatura municipal ostenta la representación legal 
del ayuntamiento, y uno de los requisitos de elegibilidad es que cuente con licenciatura en 
derecho o abogacía, con la antigüedad que garantice la experiencia. 
 
Aunado a lo ya mencionado, el servicio público se profesionaliza no desde la óptica de un solo 
campo de conocimiento como es el derecho, sino desde todas las aristas, porque la 
gobernabilidad de un municipio no se puede encajonar, sino que debe ser abierta, plural y 
multidisciplinaria, que enriquezca el buen gobierno y que permita construir consensos que 
detonen en acuerdos en beneficio de la sociedad. 
 
No pasa desapercibido que con el Decreto 854, publicado el dieciséis de octubre de dos mil 
veintitrés, se reformaron los ordinales: 46, 73, 99, y 117 de la Constitución Política Estatal, en 
el que para el caso que nos ocupa destaca el párrafo último de la exposición de motivos, en la 
que se lee: 
 

“Se reforman los artículos, 46, 73, 99, y 117, de la Constitución Política del Estado, ello es así 
porque la violencia contra las mujeres en México es uno de los más graves problemas sociales 
que ha incrementado su incidencia, así como la brutalidad con la que se comete. Esta violencia 
contra las mujeres, lamentablemente, en algunas ocasiones ha sido cometida por funcionarios 
públicos, representantes populares y políticos, quienes deberían ser los primeros 
comprometidos con el cese y erradicación de estas inaceptables conductas, actos que 
contribuyen a generar una percepción de permisividad hacia esa violencia, que deteriora de 
forma sensible la confianza que se les brinda a quienes tienen la obligación de llevar a cabo 
acciones contra la violencia de género, pues éstos no podrían hacerlo si son perpetradores de 
ese flagelo.” 

 

Razonamiento por el que además de la modificación a la fracción II del numeral 77 de la Ley 
Orgánica del Municipio Libre del Estado, se reforma la fracción IV del referido ordinal.   
 

PROYECTO 
DE 



DECRETO 
 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 77 en sus fracciones II y IV, de la Ley Orgánica del 

Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 77. … 
 
I. … 
 
II. Contar con título y cédula profesional de nivel licenciatura, con una antigüedad mínima de 
tres años en el ejercicio de la profesión; 
 
III. … 
 
IV. No estar en alguno de los siguientes supuestos:  
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos 
contra las mujeres por razón de género.  
 
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad 
sexual; la seguridad sexual; y el normal desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas o en 
caso de serlo, demostrar que ha pagado en su totalidad los adeudos alimenticios. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
 
D A D O EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA”, DEL EDIFICIO 
“PRESIDENTE JUÁREZ” DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS ONCE 
DÍAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO. 
 

 
 

  



 
 

 


